
Desde la DC y sectores del oficialismo, diputados
han anunciado que evalúan una acusación constitu-
cional contra el ministro de la Corte Suprema Jean
Pierre Matus, tras los antecedentes que se han
conocido respecto de sus vínculos con el abogado
Luis Hermosilla, hoy imputado en el caso Audio.

Así lo señaló el diputado y vicepresidente de la
Cámara Eric Aedo (DC), pues, creen, “hay antece-
dentes, que los vamos a estudiar concienzudamente.
Aquí hay temas de probidad que están hoy día en
discusión, y existen leyes de probidad que están
todos obligados a respetarlas. Y un ministro de la
Corte Suprema está obligado a respetar las leyes.

En este caso, en nuestra opinión, no se están respe-
tando esas leyes de probidad”.

A juicio de abogados especialistas en la materia,
no habría elementos suficientes para una acción de
este tipo respecto del ministro Matus, al menos con
los antecedentes que se conocen hasta ahora.

Por ejemplo, Eduardo Cordero, académico de
Derecho Administrativo de la Universidad Católica
de Valparaíso, plantea que “los ministros de la Corte
Suprema pueden ser objeto de una acusación cons-
titucional en la medida en que incurra el notable
abandono de sus deberes. (...) Se debe entender que
este notable abandono debe tener lugar durante el

ejercicio del cargo”. Y añade que “tratar de imputar
la comisión de un ilícito constitucional por hechos
ocurridos con anterioridad a que haya asumido el
cargo, en mi opinión, sería improcedente”.

Coincide con lo anterior Catalina Salem, profeso-
ra investigadora del Centro de Justicia Constitucio-
nal UDD, que agrega que cobra relevancia “la rela-
ción de causalidad entre actos previos y posteriores
a la investidura del cargo. Por ello, se requiere un
análisis caso a caso y siempre ponderando la exis-
tencia de una afectación grave a la institución a la
que se pertenece y su función o, en último término,
al estado de derecho”.

Evalúan acusación constitucional contra Matus, pero abogados no ven procedencia

Jean Pierre Matus, minis-
tro de la Corte Suprema.

n Fiscal dice que no violó confidencialidad en chat con Hermosilla
La Fiscalía Nacional confirmó ayer

que inició una investigación penal
“por hechos que revisten carácter de
delito” que involucran al fiscal regio-
nal de Aysén, Carlos Palma. Decisión
tomada a partir de antecedentes que
remitió la fiscal regional de Los
Lagos, Carmen Gloria Wittwer. 

Si bien el Ministerio Público seña-
ló que no daría más antecedentes
por ser una causa reservada, Palma
se habría comunicado con el penalis-
ta Luis Hermosilla mediante un audio de What-
sApp por una causa por tráfico de drogas,
asociación ilícita, apropiación indebida y estafa

en la que está condenado Ignacio
Yáñez, cuya defensa estaba a cargo
de Juan Urrutia, abogado que hasta
marzo de 2022 fue parte del estu-
dio de Hermosilla, entonces “Her-
mosilla-Chadwick abogados”.

La razón del mensaje al penalista
habría sido que, durante un control
de detención por esta causa, le
llamó la atención que un defensor
fuera parte de la firma de Hermosi-
lla, algo relevante dado que el

abogado tiempo atrás había representado al
Ministerio del Interior en querellas. 

De acuerdo a Palma, Hermosilla no habría

tenido conocimiento de esto hasta que le llegó
el mensaje.

Consultado por “El Mercurio”, es categórico
en señalar que “jamás he violado la confiden-
cialidad y la reserva ni el secreto de la Ley de
Drogas. A propósito de la causa que se me está
siguiendo, quisiera ser muy enfático. La causa
en cuestión, al momento de la conversación
con el señor Hermosilla vía WhatsApp, se
encontraba absolutamente pública, no existía
secreto”, pues ya habría estado formalizada. 

Respecto de su eventual suspensión del
cargo, dijo que “no existen para nada antece-
dentes que permitan una medida tan gravosa,
de ese tipo”.

Carlos Palma, fiscal
regional de Aysén. 

“Quisiera hacer una solicitud:
durante el receso, mi representa-
da tuvo una baja de glicemia
—ella es diabética— y se desma-
yó, el problema es que el golpe
que se dio en la cabeza fue bastan-
te fuerte. Subió personal (de sa-
lud), la asistió, pero está todavía
con bastante dolor”. Cerca del
mediodía de ayer, Alejandra Bor-
da, la abogada de Leonarda Villa-
lobos, argumentó así su petición
de suspensión de la audiencia de
formalización del caso Audio,
que ya anotaba tres jornadas. 

Además de la imputada, en-
frentan cargos el penalista Luis
Hermosilla y Luis Angulo, espo-
so de Villalobos. Para los tres, la
fiscalía pide prisión preventiva
por soborno, lavado de dinero y
delitos tributarios: los dos prime-
ros arriesgan, a juicio de los inves-
tigadores, 18 años de cárcel; el úl-
timo, seis años. 

Durante la semana, otros dos
coimputados quedaron con arres-
to domiciliario: Renato Robles
—de la Tesorería General de la
República— y Patricio Mejías
—del Servicio de Impuestos In-
ternos—. A ambos se les imputa
cohecho. 

La jueza de garantía Mariana
Leyton, si bien no accedió a sus-
pender la audiencia, autorizó que
Villalobos se retirara. Podrá rein-
corporarse el lunes, cuando se re-
tome la formalización. Ese día y el
martes expondrían las defensas. 

En paralelo, la fiscalía mantiene
diligencias activas en el caso Au-
dio y sus aristas. Ayer desde el
Ministerio Público se confirmó la
apertura de una indagatoria con-
tra el fiscal regional de Aysén,
Carlos Palma ,por la eventual en-
trega de datos a Hermosilla (ver
recuadro).

n “Ellos son abogados, saben
lo que dicen”, advierte el
Ministerio Público

La fiscal regional Lorena Parra
—una de las encargadas de cerrar
los alegatos del organismo— su-
brayó la gravedad de los delitos
imputados a los abogados Her-
mosilla y Villalobos, así como al
marido de esta. 

“Se ha formalizado a cinco per-
sonas. Podríamos decir, con este
estándar y en este estadio proce-
sal, que existe un grupo de perso-
nas dedicado a defraudar a terce-
ros que, además, cumplían fun-
ciones específicas. Villalobos y
Angulo tenían empresas de fa-
chada, emitían facturas ideológi-
camente falsas (...), el señor Her-
mosilla también juega un rol, es
parte, es cercano al círculo de los
señores Jalaff, conocía perfecta-
mente bien el sistema defraudato-
rio para financiar a los Jalaff, sabía
que esto se basaba en la emisión
de facturas ideológicamente fal-
sas (...). Y, para evitar la fiscaliza-
ción o las observaciones del SII,
para que no se develara este mul-
timillonario fraude (...) participa-
ba de estos sobornos”, advirtió la

persecutora.
En ese escenario, Parra sostuvo:

“Aquí estamos en presencia no de
apariencias de delitos, sino que de
delitos reales (...). Y no solo lo de-
cimos nosotros, sino que ellos lo
dicen, recuerde usted que en el
audio el señor Hermosilla dice
‘porque aquí estamos haciendo

una hue... que es delito’ y Villalo-
bos contesta ‘esto es un delito’.
Ellos son abogados, saben lo que
dicen, no hay ninguna duda aquí,
solo cabe, magistrado, decretar
prisión preventiva”.

“En toda esta estructura, en to-
da esta agrupación, grupo o pan-
dilla, él cumplió un rol importan-

te de control de daños en la CMF
(Comisión para el Mercado Fi-
nanciero)”, añadió la fiscal. 

n Salir rápido del país, antes
de eventual arraigo: investi-
gadores recuerdan audio

Para fundar su solicitud de pri-
sión preventiva contra Hermosi-
lla, Villalobos y Angulo, la fiscalía
argumentó, entre otras cosas, que
había peligro para la seguridad de
la sociedad y de fuga. 

En ese marco, la fiscal Parra re-
cordó el minuto 73’ del polémico
audio del 22 de junio de 2023,
donde el empresario Daniel Sauer
le habla al penalista Hermosilla de
irse a “Jamaica, y volverme negro
yo” ante la posibilidad de que se

descubriera lo que estaba ocu-
rriendo en sus sociedades, la co-
rredora STF y el factoring Factop.
Mientras que Hermosilla contes-
ta: “Y además rápido, porque sino
vamos a tener arraigo y no vamos
a poder salir”.

Así Parra concluye: “Entonces
hay un dato concreto, además de
la prognosis (cálculo de penas), de
la cuantía de las penas, está este
dato que no lo podemos, por cier-
to, desconocer”.

Finalizada la jornada de ayer, la
jefa de asesoría jurídica de la zona
metropolitana Oriente, Pamela
Valdés, además, reiteró que “las
penas que están arriesgando en
este caso existe claramente un pe-
ligro de fuga, porque arriesgan
pena de crimen, es decir, 18 años”.
A su vez, consultada por la cali-
dad del exministro del Interior
Andrés Chadwick en esta investi-
gación, luego de conocerse trans-

ferencias de Hermosilla a sus
cuentas, expresó: “(Él) no es im-
putado el día de hoy”.

n Comunicadora explica
pagos

Otro hito que marcó la tercera
jornada de formalización del caso
se relaciona con los antecedentes
que dio a conocer el fiscal Miguel
Ángel Orellana sobre la modelo y
comunicadora Tonka Tomicic.
Hermosilla la representaba en el
caso Relojes —donde está impu-
tado su exmarido— y en una con-
versación con Villalobos, que le
veía sus asuntos tributarios, abor-
daron un comprobante de depósi-
to con sus iniciales “TT”. 

La imputada, dijo el fiscal, le pi-
dió los datos de la clave de la em-
presa Diamond en el SII, que es
“de propiedad de Tomicic”, agre-
gó el persecutor. Hecho que cobra
relevancia en la causa, si se consi-
dera que los imputados soborna-
ban a un funcionario del SII a
cambio de información, y que este
habría consultado esa empresa,
según el fiscal.

Tomicic indicó que todo ocu-
rrió en el marco del litigio que tu-
vo con Gladys González. “Ese jui-
cio civil terminó mediante tran-
sacción”, suscrita en 2021.Y su
contraparte, “compareció repre-
sentada por la abogada Villalo-
bos”, explicó. Agregó que tuvo
que pagar una suma de dinero y
que ello se hizo “mediante depó-
sito o transferencia a una cuenta
corriente bancaria de la sociedad
Steuern SpA, de propiedad de la
abogada Villalobos”, quien reci-
biría esos pagos para su clienta.

Entre lunes y martes las defensas podrían hacer sus descargos 

Nueva causa contra Palma y riesgo 
de fuga con alusión a Jamaica marcan
cierre de fiscalía en caso Audio 

L. CRUZAT, O. RODRÍGUEZ y M. VEGA 

Luis Hermosilla y
Leonarda
Villalobos
arriesgan 18 años
de cárcel, según
investigadores; el
esposo de esta
última, Luis
Angulo, seis años.

Juan Pablo Hermosilla y su hermano, el imputado Luis Hermosilla, esperan hacer sus descargos la próxima semana
cuando se retome la audiencia de formalización. 
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Leonarda Villalobos en el Centro de Justicia. Cerca del mediodía de ayer, la
abogada se retiró del lugar tras un desmayo. 
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‘‘Se ha formalizado a cinco personas. Podríamos
decir, (...) que existe un grupo de personas dedicado
a defraudar a terceros, que además cumplían
funciones específicas”. 
........................................................................................................................................

LORENA PARRA
FISCAL REGIONAL METROPOLITANA ORIENTE

Por su presunta responsabili-
dad en los delitos de cohecho,
fraude al fisco, soborno y lavado
de activos fueron reformaliza-
dos 10 imputados, entre ellos
cinco funcionarios de la direc-
ción regional de Vialidad del Mi-
nisterio de Obras Públicas, en
Arica y Parinacota, en una inves-
tigación por supuestos delitos
de corrupción al interior de esa
repartición pública.

La indagatoria apunta a que
los implicados habrían recibido
pagos ilícitos para aprobar y fis-
calizar obras públicas en la zona,
con la adjudicación de proyectos
mediante una empresa de facha-
da. Y en el caso específico de esta

última reformalización, por la
destinación de montos mayores
a lo que se habría defraudado en
varios proyectos. 

También están imputados
cinco ejecutivos y trabajadores
de una empresa
constructora que
se adjudicó esos
trabajos de mejo-
ras urbanísticas en
la comuna de Ari-
ca, en algunas de
las vías de acceso
principales a un
valle agrícola, entre otros.

Según la investigación de la
Fiscalía y la Policía de Investiga-
ciones, a través de su Brigada de
Delitos Económicos, los imputa-
dos —en su calidad de fiscaliza-

dores de obras y contratos, ade-
más de otros roles en la Direc-
ción de Vialidad— habrían favo-
recido a constructoras que
ejecutaban trabajos, por los que
recibieron millonarios pagos pa-

ra remodelaciones y
reparaciones de ca-
lles y avenidas, ade-
más de un puente y
modificaciones en
una red de cámaras
de alcantarillado.

En ese proceso, se
estableció que una

fiscalizadora y su cónyuge con-
formaron la sociedad Delmedh
Spa, que se adjudicó la pavimen-
tación de un puente por más de
$49 millones. 

Los implicados, sin embargo,

subcontrataron a una tercera
empresa que ejecutó los trabajos
por los que cobró más de $32 mi-
llones. El matrimonio se habría
quedado con una diferencia de
más de $17 millones. Lo anterior,
según antecedentes del caso, ha-
bría sido aprobado por el fiscali-
zador general del contrato.

Mientras que por labores de
modificación de alcantarillado,
también adjudicada por Del-
medh Spa, el monto superaba
los $95 millones. 

Las faenas fueron realizadas
nuevamente por una tercera em-
presa, que cobró más de $33 mi-
llones. El saldo de más de $61mi-
llones, según la investigación, se
habría repartido en partes igua-
les entre los imputados.

También se indicó que se han
establecido otros dos hechos de-
lictivos similares. 

Según informó ayer el Minis-
terio Público, “los otros funcio-
narios públicos también recibie-
ron distintos pagos por parte de
las constructoras, para favore-
cerlas y manipular los reportes
de inspección y cumplimiento
de los contratos”. 

En el caso de ejecutivos y tra-
bajadores de una empresa cons-
tructora, “se realizaron manio-
bras para concretar estos traspa-
sos. Entre ellos la transferencia
de dinero a la cuenta corriente
de la cónyuge de uno de los ins-
pectores, a fin de disimular su

origen ilícito”, se añadió.
Los implicados están sujetos a

medidas cautelares como arres-
to domiciliario nocturno, arrai-
go y firma mensual. Ninguno es-
tá en prisión preventiva. 

“Fue una reformalización res-
pecto de hechos imputados el
año pasado y concretamente lo
que se precisó fueron montos
(en perjuicio del fisco). También
hubo una precisión respecto de
los últimos pagos de facturas
que se le hicieron a la empresa
Delmedh”, explicó el fiscal Fran-
cisco Ganga, jefe de la Unidad de
Alta Complejidad de la Fiscalía
de Arica. En el MOP ayer decli-
naron referirse al tema.

Según la fiscalía están implicados funcionarios públicos y de constructoras:

En Arica reformalizan a 10
imputados en investigación por
delitos de corrupción en Vialidad

En la indagatoria, se estableció que en solo una obra de mejoramiento urbano habría
montos defraudados superiores a $61 millones. Se apunta a una empresa de fachada.
MARIO ROJAS MARTÍNEZ

RADIO URBANO.— Las obras que forman parte de la indagatoria incluyen
una ruta de acceso a un valle agrícola, calles, alcantarillado, entre otros.
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EN FUNCIONES
Al menos uno de los

funcionarios públicos
implicados sigue

trabajando en Vialidad.
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